
 

 

           

           NEWSLETTER 

 

POSIBLES ACCIONES LEGALES EN RECLAMACION DE LOS IMPORTES INDEBIDAMENTE 

ABONADOS EN CONCEPTO DE “CÉNTIMO SANITARIO” 

 

Con fecha de 27 de febrero de 2014 se ha dado a conocer la Sentencia dictada por el Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea (“TJUE”) en esta misma fecha, en el asunto C-82/12, 

Transportes Jordi Besora S.L. / Generalitat de Catalunya1.  

Esta sentencia declara contrario a la Directiva sobre los impuestos especiales2 el Impuesto 

sobre Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos (“IVMDH”), medida fiscal 

establecida en su día por la Ley 24/2001 de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, 

Administrativas y del Orden Social, y aplicada en España entre 1 de enero de 2002 y el 1 de 

enero de 2013, fecha en que se integró en el impuesto especial sobre los hidrocarburos. El 

IVMDH fue impuesto cuya recaudación fue cedida a las Comunidades Autónomas (“CCAA”) y 

que estaba destinado a financiar las nuevas competencias transferidas a las propias CCAA en 

materia sanitaria, además de posibles actuaciones medioambientales, por lo que comúnmente 

paso a ser conocido como el “céntimo sanitario.” 

El citado impuesto se aplicó en buena parte del territorio español3, y afectó específicamente a 

las ventas de gasolinas, el fuelóleo y el queroseno, además de otros hidrocarburos líquidos 

utilizados como combustible de calefacción y ciertos productos, distintos al gas natural, el 

metano, el gas licuado del petróleo y demás productos gaseosos equivalentes, destinados a ser 

utilizados como carburante, como aditivos para carburante o para aumentar el volumen final 

de un carburante4. 

                                                             
1 La sentencia está disponible, en español, en la página web del TJUE: 
http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&m
ode=DOC&docid=148383&occ=first&dir=&cid=172519 
El propio TJUE ha publicado una nota de prensa referida a la citada sentencia disponible en: 
http://curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/2014-02/cp140022es.pdf.  
2
 Directiva 92/12/CEE del Consejo, de 25 de febrero de 1992, relativa al régimen general, tenencia, 

circulación y controles de los productos objeto de impuestos especiales (DO L 76, p. 1), en su versión 
modificada. Desde el 1 de abril de 2010, la Directiva 92/12 ha sido derogada y sustituida por la Directiva 
2008/118/CE del Consejo, de 16 de diciembre de 2008, relativa al régimen general de los impuestos 
especiales, y por la que se deroga la Directiva 92/12/CEE (DO 2009, L 9, p. 12). 
3 El impuesto no se aplicó en Euskadi, La Rioja y Aragón. Tampoco era aplicable en Canarias, Ceuta ni 
Melilla. 
4
 Art. 9.3 de la Ley 24/2001, precitada. 

http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&mode=DOC&docid=148383&occ=first&dir=&cid=172519
http://curia.europa.eu/juris/document/document_print.jsf?doclang=ES&text=&pageIndex=0&part=1&mode=DOC&docid=148383&occ=first&dir=&cid=172519
http://curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/2014-02/cp140022es.pdf


El tipo de gravamen aplicable a los citados productos se compuso de un tipo estatal y otro 

autonómico.  A nivel estatal, el tipo de gravamen se estableció inicialmente en los siguientes 

importes, siendo actualizable anualmente: 

a)  Gasolinas, gasóleo de uso general y queroseno de uso general: 24 euros por 1.000 
 litros. 

c)  Gasóleo de usos especiales y de calefacción; querosenos de calefacción: 6 euros 
 por 1.000 litros. 

d)  Fuelóleo: 1 euro por tonelada. 

A nivel autonómico, distintas CCAA aplicaron diversos tipos complementarios a lo anterior, de 

modo que este gravamen osciló entre los 1,2 y los 4,8 céntimos por litro de carburante, según 

tipo de producto y zona de adquisición o consumo del mismo. 

Los sujetos pasivos del IVMDH eran principalmente los propietarios de los productos gravados 

que realizaran respecto de los mismos las operaciones sujetas al impuesto, especialmente la 

venta minorista de los citados productos al por menor, así como determinadas operaciones de 

autoconsumo.5 Sin embargo, la Ley preveía expresamente que el citado impuesto se debía 

repercutir sobre los adquirentes de los citados productos, quedando éstos obligados a 

soportarlo, excepto en los casos en que el sujeto pasivo fuera el consumidor final de aquellos. 

La norma también preveía que, cuando la operación gravada debiera documentarse en factura 

o documento equivalente, la repercusión de las cuotas devengadas se efectuaría en dicho 

documento separadamente del resto de conceptos comprendidos en la misma6. 

Por tanto, numerosas operaciones de adquisición de los productos combustibles antes 

citados fueron injustamente gravadas en España, durante once años, con un concepto 

impositivo ahora declarado ilícito por parte del TJUE. 

Respecto a los efectos que pudiera desplegar la citada Sentencia, y en particular la obligación 

de devolver los importes injustamente recaudados durante años por las administraciones 

públicas, el TJUE señala, de forma expresa, que:  

 

“En el presente caso, el Tribunal de Justicia considera que no puede admitirse que la 

Generalitat de Catalunya y el Gobierno español hayan actuado de buena fe al 

mantener el IVMDH en vigor durante un período de más de diez años. El Tribunal de 

Justicia deduce de ello que no procede limitar en el tiempo los efectos de la sentencia”. 

 

 

 

                                                             
5
 Arts. 4, 5 y 7 de la Ley 24/2001, precitada 

6
 Art. 11 de la Ley 24/2001, precitada 



Ello implica que, una vez confirmada la firmeza de esta Sentencia – frente a la que no se 

identifican posibles vías de recurso ordinario a nivel europeo –, se abra la posibilidad para 

todos aquellos adquirentes de productos sujetos al IVMDH que hayan soportado 

injustamente la aplicación del citado impuesto de reclamar la devolución de los citados 

importes. 

A este respecto, sin perjuicio del análisis legal detallado que lógicamente debe hacerse de cada 

supuesto referido a sujetos eventualmente afectados por el IVMDH y de cada perjuicio 

eventualmente reclamable, pueden anticiparse, de modo preliminar, algunas de las 

principales posibilidades de actuación legal por parte de las empresas que hayan soportado 

indebidamente el impuesto, y que se podrían canalizar por diversas vías: 

 

a) La principal vía jurídica existente sería la referida al procedimiento de devolución de 

ingresos fiscales indebidos7, activable mediante solicitud debidamente motivada ante la 

administración tributaria competente, aportando documentación acreditativa del pago del 

impuesto (las propias facturas). En caso que la administración deniegue la citada 

devolución, el acto administrativo obtenido podría ser objeto de sucesivos recursos, 

primero ante la vía administrativa y, una vez agotada la misma, en vía contencioso-

administrativa.  

b) Otra vía jurídicamente abierta sería la de reclamación de una indemnización por 

existencia de Responsabilidad Patrimonial de la Administración, en base a lo previsto por 

los artículos 9.3 y 106.2 de la Constitución Española y el artículo 139 de la Ley 30/1992, de 

régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo 

común (“LRJAPC”), preceptos que obligan a las administraciones públicas a responder de 

todo daño causado a los administrados en base a actos legislativos que estos últimos no 

tengan el deber jurídico de soportar, como sería el del presente caso. La citada 

reclamación debería sujetarse a lo previsto por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, 

por el que se aprueba el Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones 

Públicas en materia de Responsabilidad Patrimonial, dando lugar a un procedimiento que, 

de no resolverse en un plazo de seis meses, abriría la vía jurisdiccional. 

 

Es importante insistir que la viabilidad de toda reclamación administrativa o judicial en 

ejercicio de eventuales derechos individuales derivados de la Sentencia del TJUE aquí 

mencionada debe analizarse detalladamente, y caso por caso, con carácter previo a su 

presentación. Son numerosas las cuestiones referidas a legitimación activa para reclamar, 

plazos de prescripción, validez y pertinencia de las pruebas existentes sobre el perjuicio 

soportado, etc., que deben tenerse en cuenta en dicho análisis.  

                                                             
7 El carácter de ingreso fiscal claramente indebido resultaría en este caso de una estricta aplicación de la 
Sentencia del TJUE antes citada y del indiscutible principio de primacía del derecho europeo sobre el 
nacional.  



En cualquier caso, la Sentencia del TJUE aquí analizada anticipa una situación ciertamente 

comprometida para las administraciones públicas españolas, e ilustra la importancia de que las 

mismas ajusten permanentemente su actuación, tanto a nivel normativo como ejecutivo, a los 

principios y reglas fundamentales de derecho español y europeo. 

 

 

Para mayor información sobre los asuntos abordados en esta Newsletter, puede ponerse en 

contacto con: 

Gerard Pérez Olmo, Socio responsable de Regulación y Competencia: 

gpolmo@goldabogados.com 

Raúl Da Veiga, Socio responsable de Procesal y Arbitraje: rdaveiga@goldabogados.com 

 

      * * * * * 
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